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mente; 
l un alto grado de desconcentración funcional del 
poder estatal, especialmente en el nivel central. 
Se aprecia en tal conexión, no solo un considera- 
ble grado de autonomía departamental shro tam- 
bien el establecimiento de entes autónomos tales 
como el Banco Federal (Bundesbank) o la Corte 
Constitucional Federal (Bundesverfasstmgsge- 
richt). Tal diferenciación funcional completa la 
n términos legales, organizativos y proce- 
dimentales, los años que median entre 
1949 (cuando las constituciones en ambos 
estados alemanes fueron aprobadas) y 1989 se carac- 
terizaron por un inusual grado de estabilidad en el 
sector público alemán (occidental). Quizá, paradóji- 
camente, tal estabilidad se debió, en gran parte, a la 
dispersión funcional y territorial del poder que ha 
configurado la política alemana (occidental) de pos- 
guerra, La estructura político-constitucional desarro- 
llada después de 1945 enfatizó la desconcentración 
funcional y, lo que es más importante, la descentrali- 
zación en la forma de sistema federal. El elemento 
federal en la elaboración constitucional de la nueva 
Alemania pudo explicarse parcialmente como una re- 
acción consciente a la experiencia de un gobierno al- 
tamente centralizado bajo el régimen nazi; en parte, 
refleja igualmente las preferencias mas 0 menos ex- 
plícitas de los poderes aliadas para quienes el resur- 
gimrento de un Gubiemo central fuerte era inacepta- 
ble. Sm embargo, adquiere más importancia el esta- 
blecimiento de un sistema federal a través de la Ley 
Fundamental de 1949 en la medida en que significó 
el retorno a las tradiciones constitucionales alemanas. 
Las características clave del sistema, tal y como se 
desarrolló sobre l-a base de la constitución de 1949, 
incluyen: 
l la separación de los poderes legislativo, político 
y administrativo entre los niveles central, regio- 
nal (Länder) y local; 
*la integración procedimental de los tres niveles 
en la toma de decisiones, el desarrollo y la im- 
plantación de los programas (“federalismo coo- 
perativo”); 
l el autogobierno local garantizado constitucional- 
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descentralización territorial. Como consecuencta,
se puede hablar de un Estado altamente descen-
tralizado y desconcentrado territorial y funcional-
mente.
Las adaptaciones dentro
de un sistema estable
• Un sistema económico en el quedominan los ele-
mentos de libre mercado (soziale Marktwirts-
chaft), pero combinados con un fuerte énfasis en
la cooperación, la colaboración y la toma de de-
cisiones consensuada entre los empresarios, los
empleados y el Estado.
• Un alto grado de centralización e integración en
el campo de la organización social, que contrasta
con un Estado disperso funcional y territorial-
mente. Lo dicho se aplica tanto al sistema de par-
tidos como a la esfera de las asociaciones socia-
les y funcionales (entre las últimas, la centraliza-
ción es especialmente aguda entre las asociacio-
nes profesionales y las centrales sindicales).
• La ausencia de disparidades regionales de gran
escala, de conflictos sociales y divisiones étnicas
que facilitó la estabilidad institucional.
• Un cambio y adaptación institucional gradual,
apoyada por un bajo número de gobiernos (tanto
en el nivel federal como estatal). A pesar de que
en el nivel federal la coalición de gobierno cons-
tituye la norma, tiende a producir administracio-
nes estables.
• Un énfasis en la legalidad y la burocratización
que tiende a reducir el ámbito de acción, pero
que ocasionalmente conduce a largos períodos de
bloqueo e inmovilidad.
Mientras que el sector público en la República Fe-
deral puede caracterizarse como un sistema estable de
revisiones y balances, la Administración pública en la
República Democrática Alemana tomó un camino
muy diferente. Siguiendo los principios del “centra-
lismo democrático”, el poder estatal quedó centraliza-
do tanto funcional como territorialmente. El poder
real estaba centralizado en determinados órganos del
Estado central y del partido a pesar de que la estruc-
tura funcional para el ejercicio de las funciones esta-
tales permanecía diferenciada. En términos legales,
existió una esfera de autogobierno local pero las
autoridades locales operaron bajo la doble subordina-
ción de los órganos del Estado central y de la centra-
lizada burocracia del partido. La actividad económica
fue globalmente controlada y guiada por el Estado;
en consecuencia, las organizaciones sociales indepen-
dientes eran virtualmente inexistentes, quizá con la
excepción de las iglesias estatales.
C entrando la atención en los procesos de laRepública Federal, merece la pena señalar
que la estabilidad institucional no debería
entenderse como inmovilismo institucional. En efec-
to, durante las primeras cuatro décadas de existencia
de la República Federal, el sector público fue repeti-
damente objeto de intentos parciales de refonna muy
ambiciosos. En la medida en que no cambiaron, en su
totalidad, las características institucionales básicas
del sistema gubernamental y administrativo, identifi-
caron correctamente y se dirigieron a remediar un
cieno número de deficiencias en la organización fun-
cíonal y territorial del Estado.
Entre 1949 y la actualidad, se pueden distinguir
básicamente cinco fases de la ,eforma y la moderni-
zación administrativa:
Fase 1: Durante los años 50 y principios de los 60
los esfuerzos reformadores se concentraron principal-
mente en una revisión de las normas y regulaciones
legales, particularmente en el nivel de los Lánder. A
menudo, la simplificación legal y la eliminación de
las regulaciones obsoletas se contemplaron en primer
lugar como un medio de facilitar el desarrollo econó-
mIco.
Fase II: Iniciada a mediados de los 60, la agenda
reformadora comenzó a ser dominada por la organi-
zación territorial y la reforma territorial. A pesar de
que la opinión de los expertos favoreció casi unáni-
memente una reducción en el número de Lánder y
una nueva delimitación de sus fronteras, la reorgani-
zación territorial en el nivel estatal se mostró, en últi-
mo extremo, irrealizable. Sin embargo, el Gobierno
local se reorganizó globalmente en casi todos los Es-
tados. Como consecuencia, el número de Gobiernos
locales se redujo desde 24.500 aproximadamente a
cerca de 8000. Del mismo modo que en similares re-
formas en países occidentales, la reforma de la Admi-
nistración local fue principalmente dirigida por consi-
deraciones de eficacia y eficiencia económica. En
consecuencia, el énfasis se puso en unidades locales
más grandes y viables que se acomodaban mejor a los
propósitos del desarrollo económico y la distribución
del servicio público.
Fase III: La reforma frncional durante principios
de los años 70 fue originalmente dirigida a completar
la reforma territorial, sólo excepcionalmente produjo
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algo más que cambios menores y concretos. Con el
tiempo, se mostró imposible el conseguir una sustan-
cial transferencia de poderes y responsabilidades des-
de el Gobierno estatal al local. En consecuencia, las
ganancias esperadas en la eficacia y la eficienciame-
diante el fortalecimiento de las autoridades locales no
pudieron, en parte, materializarse.
Fase IV: En la década entre mediados de los 70 y
mediados de los 80 los crecientes déficits presupues-
tarios conformaron la agenda de la reforma adminis-
Irativa. En reacción a la escasez de recursos, el recor-
te en la gestión, la eficiencia administrativa y las po-
líticas de rigor económico cobraron especial impor-
tancia. Dicho proceso comenzó en el nivel estatal pa-
ra, en una segunda etapa, extenderse al ámbito fede-
ral. La preocupación inicial sobre la escasez de recur-
sos y el énfasis en el aprendizaje del sector privado se
aznplió gradualmente tomando en consideración te-
mas como la orientación al ciudadano y la simplifica-
ción legal. Al menos en el nivel estatal, algunas de
las mayores iniciativas se lanzaron con el propósito
de reducir la complejidad burocrática (desburocrati-
zación y simplificación administrativa).
Fase V: Desde mediados de los años 80 ha existi-
do una ampliación permanerue del debate sobre el fu-
turo del sector público conduciendo a una reconside-
ración del núcleo de las tareas públicas, la apropiada
estructura administrativa y las consiguientes implica-
ciones para la organización y la distribución del ser-
vicio público.
En cada una de las cinco fases de discusión sobre
la reforma administrativa de la posguerra, las políti-
cas de personal jugaron un papel significativo. Sin
embargo, se eludió la realización de una reforma glo-
bal del servicio civil, principalmente por los intereses
creados de aquellos que tendrían que ser los principa-
les agentes de la reforma.
Se aprecia, en consecuencia, un modo gradual e
incremental de reformar la Administración pública
que demostró su éxito bajo condiciones específicas
pero que hizo que las principales reformas estructura-
les fueran difíciles de realizar. Dicho modelo incre-
mentalista y puntual se mostró, por lo demás, sufi-
ciente para acomodar la Administración pública a la
aparición gradual de nuevos requerimientos funciona-
les. En consecuencia, el sector público fue capaz de
proporcionar las precondiciones institucionales nece-
sañas para un desarrollo económico sostenido y se
mostró suficientemente flexible para adaptarse a un
ambiente gradualmente cambiante que fue adquirien-
do forma desde 1960 en adelante.
Un triple desafío para la
Administración pública
M tentras que el período anterior a 1980supuso un desarrollo más o menos
sincronizado entre la Administración
pública y el ambiente social, económico y político, el
final de los años 80 ha traído nuevos desafíos que de-
mandan una adaptación más rápida y eficaz que la
producida. Lo dicho engloba, en primer lugar, el im-
pacto de la unificación alemana; en segundo lugar,
las presiones adaptativas resultantes del proceso de
europeización y, en tercer lugar, las nuevas condicio-
nes del contexto y las demandas funcionales que es-
tán reñidas con muchas rutinas y conductas adminis-
trativas.
Tanto en términos cuantitativos como cualitativos,
los tres procesos —especialmente si se contemplan
de modo combinado— suponen un desafío para el
sector público en su conjunto y para la Administra-
ción pública en especial. Han surgido temores de que
la calidad y la escala del desafío puedan superar las
capacidades del sistema administrativo. Lo que ac-
tualmente parece una cierta desorientación sobre el
futuro del sector público debería ser atribuido, al me-
nos en parte, a esta sobrecarga potencial.
El decisivo desafio de la unificación, la europeiza-
ción, el nuevo contexto internacional y las demandas
funcionales comportan la combinación, al mismo
tiempo, de presiones internas y externas y reclama
tanto reformas macro-organizativas como mícro-or-
ganizativas. Las presiones actuales no pueden, por lo
tanto, limitarse a determinados niveles o divisiones
de la Administración pública; sin embargo, requieren
intentos de modernización que comprendan al sector
público en su totalidad e impliquen elementos lega-
les, estructurales y procedimentales.
El impacto de la unificación
E n el tratamiento del impacto de la unifica-cíón en el sector público alemán, precisan
distinguirse dos perspectivas. La primera se
refiere al establecimiento de nuevas estructuras admi-
nistrativas en los cinco Lánder de la anterior Repúbli-
ca Democrática Alemana. La segunda se refiere a la
necesidad de adaptaciones eficaces en la organiza-
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ción administrativa de la nueva Alemania unificada.
Aunque este segundo aspecto principalmente concier-
ne a la Administración federal, la unificación también
demanda una revisión de las estructuras administrati-
vas de los antiguos once Lánder. Pero, con todo, po-
siblemente sean más importantes las estructuras y los
procedimientos administrativos del núcleo del siste-
ma del federalismo cooperativo, así, por ejemplo, los
vínculos institucionales y procedimentales en las re-
laciones intergubernamentales se han sometido a una
estrecha y renovada presión con la creación de los
nuevos cinco Lánder.
La unificación implicó, antes que nada, la exten-
sión del complejo sistema legal a los nuevos Landér
que se establecieron durante los últimos meses de
existencia de la R.D.A. La adopción en bloque del
sistema germano occidental durante dicho proceso ha
sido criticada en cuanto que supone una colonización
de la Alemania oriental. En este tema ha de compren-
derse, sin embargo, que las presiones políticas bajo
las que se realizó el proceso de unificación dejaron
un escaso margen para el desarrollo de un sistema le-
gal distinto que hubiera sido aplicable solamente a
una parte del país. Además, resulta discutible que sea
política y constitucionalmente aceptable crear una en-
tidad política unificada en la que coexistan dos siste-
mas legales.
Pasando de la estructura legal a la institucional, se
aprecia de nuevo una transferencia de los modelos
germano occidentales al este. De un modo general,
las estructuras institucionales administrativas de Ale-
mania Occidental se transplantaron y copiaron en los
nuevos Lánder germanos. Lo dicho se refiere, en pri-
mer lugar, al establecimiento de los cinco nuevos
Lánder, v.g.. Sajonia, Afta Sajonia, Meclcleuburgo-
Pomerania Occidental, Brandenburgo y Thuringia.
En sus poderes políticos y constitucionales, así como
en su diseño institucional básico, los nuevos cinco
Llinder han sido modelados exactamente como sus
semejantes germano occidentales. En efecto, varios
Lánder de Alemania Occidental han ejercido una in-
fluencia activa en el desarrollo institucional del este
de acuerdo con sus intereses. En dicho contexto, el
papel de los nuevos Lánder como “Estados socios”
en el oeste merece una especial mención.
Como consecuencia de tal adopción global y sólo
parcialmente no reflejada de la estructura legal e ins-
titucional de la Alemania del oeste, muchos de los
problemas estructurales e ineficacias que habían sido
identificadas en el federalismo germano occidental
bastante antes de que la unificación fuera posible, en
la actualidad se han complicado y magnificado. Con
ello se hace referencia, ante todo, a las grandes desi-
gualdades en el tamaño y potencial económico de los
Lánder. Durante los años 70 y 80 han existido señales
de desarrollo de un sistema federal de dos clases en el
que los Lánder “ricos” han dominado crecientemente
la elaboración cooperativa de políticas, mientras los
Estados “pobres” y pequeños se colocaron, así mis-
mo, en una posición de dependencia creciente de las
transferencias fiscales, tanto de la Federación como
de las regiones más prósperas. Los problemas de dis-
tribución interregional han empeorado como conse-
cuencia del proceso de unificación en un momento en
el que los recursos disponibles para las medidas sus-
tantivas de equiparación han sido más escasos que
nunca. En consecuencia, existe miedo a que la unifi-
cación y la llegada de los cinco nuevos Estados con
sus problemas financieros y económicos pueda fo-
mentar la centralización en el sistema federal, con la
Federación asumiendo una posición dominante en
una relación individual con los Estados financiera-
mente dependientes del este y algunos de los Lánder
occidentales. Lo dicho, por su parte, ha conducido a
renovadas demandas dc reforma territorial que algu-
nos esperan que pueda conducir a unos Estados más
viables financiera, económica y administrativamente.
Las potenciales implicaciones de la creación de cinco
nuevos pequeños Estados, comparativamente hablan-
do, fueron claramente reconocidas en el momento de
su establecimiento. Sin embargo, dada la enorme pre-
sión de tiempo que caracterizó todos los aspectos del
proceso de unificación, no existió ninguna posibili-
dad real de crear desde cero una nueva estructura po-
lítica y administrativa; con todo, los nuevos Lánder
se establecieron sobre los límites tradicionales, creán-
dose así una identidad que era mucho más necesaria
para la población de la Alemania del este.
El modelo germano occidental fue igualmente se-
guido respecto a la organización del Gobierno local.
Nunca se había establecido una esfera de autogobier-
no local en la RDA, en la medida en que se consideró
incompatible con los principios del “centralismo de-
mocrático”. Por supuesto, existían autoridades loca-
les, pero permanecían casi en su totalidad subordina-
das a los controles centrales. La instauración de un
sistema de autogobierno local democráticamente res-
ponsable e institucionalmente autónomo ha necesita-
do, en consecuencia, ajustes organizativos de largo
alcance.
En la esfera de las finanzas públicas el sistema
germano occidental de imposición e ingresos fue nue-
vamente adoptado en los cinco Lánder. Como era
previsible, el ingreso generado bajo tales reglas es in-
suficiente para cubrir las demandas de gasto en los
nuevos Llinder; consecuentemente, tenía que ponerse
en marcha un amplio sistema de transferencia fiscal
del oeste hacia el este, Aunque el actual sistema de
transferencias se ha limitado a un período transitorio,
es claro que las políticas de transferencias han de
continuar durante un período más largo que el que se
consideró necesario originalmente. Lo anterior ha de
aplicarse a las transferencias federales al este, a los
esquemas interestatales de equiparación e igualmente
a las medidas de equiparación vigentes entre los Go-
biernos locales occidentales y orientales.
Por necesidad, la introducción de un nuevo siste-
ma político, legal y económico tenía que tener un ma-
yor impacto en el personal del sector público. Pronto
quedó claro que la transferencia y el traslado tempo-
ral de personal del oeste al este tenía que ser a gran
escala —al menos por un periodo transitorio— para
asegurar la efectiva implantación de la extremada-
mente ambiciosa legislación resultante de la unifica-
ción. En la medida en que los puestos clave de la an-
tigua RDA estaban políticamente desacreditados o no
poseían la necesaria cualificación para atender las
nuevas demandas impuestas por una nueva estructura
legal y administrativa, cada vez resulta más evidente
que el período transaccional podría ser mucho más
largo que el inicialmente esperado; lo dicho es parti-
cularmente cierto en el caso de los puestos de direc-
ción superior donde las “importaciones” occidentales
tienden a dominar.
En definitiva, el establecimiento de un nuevo siste-
ma administrativo-institucional en la antigua RDA
podría describirse como un proceso de transplante de
una estructura consolidada del sector público. A pe-
sar de que en principio el proceso de unificación po-
dría haber ofrecido una oportunidad históricamente
única para reexaminar la práctica administrativa occi-
dental y evitar algunas de las conocidas carencias del
modelo occidental en la reconstrucción de los Lánder
oríentales, el rápido paso de la unificación no pernli-
tió, en la práctica, un proceso de adaptación más gra-
dual. En consecuencia, la posibilidad de una reestruc-
turación global del sector público en su totalidad se
perdió; las mejoras cualitativas en el oeste no constí-
tuyeron nunca una parte real de la agenda. A largo
plazo podría revelarse como uno de los defectos prin-
cipales del proceso de unificación.
El impacto de la europeización
E l impacto del actual proceso de europeiza-ción en el trabajo del día a día de amplios
sectores de la Administración pública ale-
mana ha sido limitado hasta el momento. Lo anterior
podría explicarse como un fallo de parte del sector
público para adaptar su organización a la realidad eu-
ropea; pero igualmente podría argumentarse que las
presiones actuales de carácter adaptativo asociadas a
la europeización han sido menos acentuadas de lo
que se suponía. En concordancia con la anterior afir-
macíón, el impacto de la europeización podría limi-
tarse a un determinado número de medidas organiza-
tivas y de ajustes limitados en ciertas áreas políticas
clave. El establecimiento de unidades especiales a
cargo de los asuntos europeos que pueden adoptar la
forma de un Ministerio de Asuntos Europeos en el ni-
vel estatal o la creación de secciones europeas en de-
terminados Ministerios, pudo, consecuentemente, in-
terpretarse como un intento de adaptarse a las deman-
das europeas de un modo tradicional.
Sin embargo, al hablar de la europeización de la
Administración pública alemana, uno no debería fi-
jarse en las reacciones adaptativas. La europeización
es un proceso con una doble dimensión, en el que las
políticas de ajuste de parte de los Gobiernos naciona-
les y subnacionales se completan con políticas ten-
dentes a influir en la toma de decisiones en el nivel
comunitario. Por lo tanto, la europeización implica
más que la mera adaptación reactiva de las disposi-
ciones nacionales e institucionales a las presiones ex-
temas; se refiere también a los intentos de los actores
nacionales y subnacionales para crear las precondi-
ciones institucionales que permitan participar plena-
mente en el desarrollo de las políticas comunitarias,
de acuerdo con los requisitos y rutinas nacionales.
Tal elemento proactivo algunas veces tiende a ser ol-
vidado, en la medida en que las reacciones adaptati-
vas constituyen el centro de la atención académica.
Si se contemplan áreas políticas determinadas pue-
de apreciarse con claridad una mezcla de estrategias
reactivas y proactivas. En el campo de la política re-
gional, por ejemplo, la asistencia nacional a las regio-
nes tuvo que modificarse en reacción a las demandas
comunitarias; sin embargo, tal proceso de adaptación
ha dejado intactas, en su mayor parte, las característi-
cas básicas de la política alemana de desarrollo regio-
nal, a pesar de que con el inicio de la unificación se
ha emprendido una revisión más a fondo. Mientras
que en la política regional, las iniciativas comunita-
rias, federales, estatales y locales se han integrado en
su mayor parte, el campo de lapolítica ecualclgica y
de la investigación se caracteriza, en gran medida,
por el predominio de las iniciativas nacionales. En di-
cho aspecto, la Comunidad ha fracasado, hasta el mo-
mento, en conseguir una influencia sustancial en las
iniciativas nacionales y su papel de coordinación es
aún muy limitado. En gran medida, la influencia co-
munitaria se restringe a controlar los subsidios nacio-
nales para I+D; pero, incluso en este grea, los Gobier-
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nos nacionales y estatales aún parecen disfrutar de un
ámbito de discrecionalidad relativamente amplio.
En consecuencia, hasta el momento, el desarrollo
comunitario ha tenido solamente un impacto limitado
en el sistema administrativo nacional. Sin embargo,
parece que estamos entrando en una nueva fase del
desarrollo comunitario en el que las rutinas naciona-
les podrían someterse a mayores presionesque las ac-
tuales. La ratificación de los tratados de Maastricht
ha llevado a un amplio debate constitucional en Ale-
mania, centrado en el papel de los Gobiernos regiona-
les en la Federación y en la emergente Unión Euro-
pea. Además, los acuerdos de Maastricht han impli-
cado una muy significativa extensión del ámbito ma-
terial de las políticas comunitarias. En consecuencia,
la cooperación entre las Administraciones comunita-
das, federal y estatal se extenderá a nuevas áreas que
han representado tradicionalmente una reserva exclu-
siva de los Gobiernos nacionales.
Pero la europeización significa más que los meros
desarrollos comunitarios conexos. Las transformado-
nes políticas y económicas en la Europa central y
oriental suponen un gran desafío que, a largo plazo,
muy bien podría adquirir una significación similar a
la evolución de la Comunidad. El modelo “alemón”
de administración pública jugará aquí, ciertamente,
un papel significativo. A pesar de las reservas históri-
cas. el sistema administrativo alemán proporciona
uno de los puntos centrales de referencia en el proce-
so de reconstrucción del sector público en Polonia,
Checoslovaquia, Hungría y otros países de la Europa
oriental. En dicho aspecto, la organización del servi-
cio civil, los acuerdos intergubernamentales, la posi-
ción del Gobierno local y el establecimiento de las
Administraciones de Hacienda y Trabajo juegan un
papel especialmente significativo. Tal atracción del
modelo administrativo alemán (como un factor de
“exportación”) corre el riesgo de oscurecer la necesi-
dad de una reforma institucional en la misma Alema-
nia. Indudablemente, ciertos elementos del sistema
administrativo alemán podrían ser útilmente exporta-
dos a las nacientes democracias de Europa central y
oriental. Sin embargo, ello no implica que las presio-
nes internas de reforma deban ser convenientemente
ignoradas.
El nuevo contexto: condiciones y
demandas funcionales
A pesar de que la mayor parte de la discu-sión en la actualidad se concentra en el
impacto de la unificación y la europeiza-
ción, existe un cierto número de cambios sustanciales
en las condiciones del contexto bajo las que opera el
sector público alemán que merecen una mayor aten-
ción. Cabe incluir entre otros: los cambios significati-
vos en la composición demográfica de la población;
la necesidad de producir un cambio económico-es-
tructural; las mayores demandas ecológicas y las nue-
vas pautas de conducta social. Los cambios en tales
condiciones de contexto son más graduales que en el
caso de la europeización y, en particular, de la unifi-
cación, pero su impacto a largo plazo en el sector pú-
blico y en los sistemas de distribución de servicios es
probable que no sea tan profundo. Uno podría men-
cionar, por ejemplo, los cambios en las estructuras de
la oferta y la demanda y las consiguientes adaptacio-
nes en los sistemas de distribución de los servicios
públicos como consecuencia de los cambios demo-
gráficos; nuevas formas de superar y guiar tecnológi-
camente el cambio económico inducido que propicia
la regionalización y la creciente diferenciación terri-
torial de las políticas en la materia; la creciente nece-
sidad de reconsiderar la dirección, el seguimiento y el
control públicos a la luz de las consideracionesde ca-
rácter ecológico (“la modernización ecológica del es-
tado”); y, finalmente, los nuevos modos de interac-
ción entre la administración pública y los ciudadanos,
acentuando las perspectivas de una mayor coopera-
ción y arbitraje. Tales ejemplos indican que se preci-
san ajustes tanto en el “hardware” de la maquinaria
administrativa como en el “software”, como por
ejemplo, los procedimientos administrativos.
Las nuevas demandas funcionales surgen en parte
de las cambiantes condiciones del contexto, pero re-
presentan, igualmente, una reflexión parcial de los
problemas de rendimiento más profundamente asen-
tados en el sector público, que, como queda dicho
más arriba, no han sido hasta el momento tratados
con éxito. A pesar del amplio debate mantenido, no
ha emergido ningún consenso, todavía, en la defini-
ción de un núcleo del sector público. Dada la escasez
de recursos, uno podría también mencionar la necesi-
dad de superar los crecientes conflictos de distribu-
ción mediante la división de la acción administrativa
en el aspecto territorial y sectorial. Además, los nue-
vos modelos de conducta administrativa podrían ju-
gar un papel significativo en la sustitución de la prác-
tica precedente, en gran medida jerárquica y regula-
dora, de aplicar las políticas públicas mediante mode-
los de respuesta cooperativa que tienen en cuenta la
creciente necesidad de intercambio público-privado
interactivo y de comunicación.
Las cambiantes demandas del entorno y los nue-
vos requisitos funcionales reclaman una revisión glo-
bal de las rutinas administrativas instituidas; conse-
cuentemente, las políticas administrativas apuntan a
~DhtWDá
que la continua revisión y adaptación de las estructu-
ras y los procedimientos administrativos gane impor-
tancia. Ello implica:
• la revalorización y parcial redefinición de las ta-
reas públicas;
• la organización estructural y procedimental del
sector público; y,
• al personal del sector público.
La contemplación de determinados sectores de po-
líticas debería demostrar la evidente interdependencia
de las tareas, la organización y el personal. Para nues-
tros propósitos, el sector sanitario debería ser particu-
larmente instructivo en la medida en que ilustra las
presiones tendentes a la adaptación y las restricciones
que limitan el ámbito de las políticas administrativas.
La reforma de las funciones
L os intentos de redefinir las funciones públi-cas han sido abundantes a lo largo de la últi-
ma década desde que eí “papel reducido”
del Estado se convirtió en el elemento clave de la
agenda política doméstica del Gobierno federal ale-
mán en 1982. Laprivarización de los activos públicos
industriales, la desregulación de los mercados contro-
lados por el Estado y la desburocratización en el tri-
ple sentido de reducción de las externalidades de las
burocracias públicas, disminución del sistema de de-
recho público e incremento de los contactos cara a
cara entre la Administración pública y el ciudadano
individual, se convienen en temas cruciales en el de-
bate. En la medida en que la mayoría de los gobier-
nos acentuaron el principio de subsidiariedad como
principio rector tanto de la descentralización adminis-
trativa como del reparto de la carga público-privada,
la promoción de la autoayuda, las organizaciones de
voluntariado privado, las iniciativas vecinales, las
asociaciones benéficas y las iglesias —a menudo de-
nominadas genéricamente “el tercer sector”— desem-
bocaron en un aspecto clave de las políticas tendente
a fomentar alternativas a la acción gubernamental.
El Gobierno federal alemán no aplicó tales políti-
cas con el mismo grado de intensidad que sus homó-
logos británico y americano; pero en términos de
efectos estructurales, los esfuerzos para cambiar los
límites entre las esferas pública y privada continuaron
no sin algún éxito. Entre 1982 y 1989 la tasa de gasto
público (gasto público en relación con el PNB) cayó
desde un 54,7 por ciento a un 49,4 por ciento (en
comparación con el Reino Unido: 47,4 por ciento/
37,1 por ciento).
Respecto a la privatización, se debe distinguir en-
tre las políticas de “contratación exterior” que impli-
can a agentes privados que distribuyen servicios pú-
blicos como contratistas de las autoridades públicas,
y una privatización a gran escala que se ha centrado
casi exclusivamente en la venta de activos públicos
industriales. Entre 1982 y 1989 se realizaron las 18
mayores privatizaciones entre las que destacan la
venta de la participación federal en Veba, Volkswa-
gen, Viag y la Salzgitter AG. Lo que ocurrió durante
aquellos años constituyó, ciertamente, la más impor-
tante campaña de privatización en la historia de la
Alemania occidental; sin embargo, el ingreso total
por las ventas alcanzó solamente los 9 billones de
marcos comparado con los 100 billones de marcos en
el Reino Unido.
La privatización a una escala mayor se esperaba
como resultado de la unificación. Desde octubre de
1990 han pertenecido al Gobierno federal 11.000 em-
presas con 4,1 millones de empleados; al mismo
tiempo, se ha creado un poderoso grupo estatal, el
Treuhandastalt, para controlar este gran imperio in-
dustrial y verificar su gradual privatización.
En todo caso, los intentos de privatización han si-
do relativamente modestos en Alemania. Ello debe
ser recordado, a pesar de que el país (al menos en el
oeste) experimentó una primera oleada de privatiza-
ciones a gran escala de activos industriales a princi-
pios de los 60.
Mientras que la privatización, como medio de ven-
ta de los activos pertenecientes al Estado, responde
predominantemente a legados históricos, la desregu-
lación constituye un tema mucho más universal. De-
be percibirse como una respuesta a las cambiantes
condiciones de la competencia, y centrarse en los
mercados o segmentos de mercado cuando los especí-
fleos fallos y distorsiones del mercado demandan re-
gulación, cuando los proveedores públicos y privados
coexísten y cuando las nuevas condiciones de la com-
petencia hacen ineficaz la regulación existente. Tal
es, en gran medida, el caso del mercado de la energía,
las telecomunicaciones, el transporte, así como del
sector bancario y de seguros. Sin embargo, el princi-
pal impulso a la desregulación en la Alemania occi-
dental ha sido fruto de la innovación tecnológica en
la industria de las telecomunicaciones y de los am-
bientes competitivos provocados por el actual proce-
so de integración europea y la consiguiente evolución
del mercado. El Gobierno alemán intentó —mano a
mano con el sector industrial— anticiparse a la pre-
sión competitiva del Mercado Común y asegurar las
condiciones previas para una competencia continua.
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La desregulación se ha concentrado, principalmen-
te, en vados segmentos del mercado de trabajo para
facilitar acuerdos contractuales flexibles, proporcio-
nando así mejores incentivos para que los empresa-
rios creen nuevos empleos, y en la industria de las te-
lecomunicaciones, que representa el caso más espec-
tacular de reciente desregulación en Alemania. En
1989 la refonna del PYU comportó dos acciones: la
reorganización de la autoridades del PTI’ y la libera-
lización de los servicios. La Deutsche Bundespost fue
dividida en tres compañías legales con la República
Federal como exclusivo propietario: Telekom (el ser-
vicio de telecomunicaciones), Postdienst (los servi-
cíos postales) y Postbank (los servicios bancarios).
Los servicios se han dividido en tres tipos diferentes:
Monopoldienste (servicios monopolísticos exclusiva-
mente prestados por Telekom): Pflichtdiense (servi-
cios obligatorios que son liberalizados pero que pue-
den ser de importancia como infraestructura) y Freie
Leistungen (servicios libres), que son servicios com-
pletamente liberalizados. Después de tan amplio in-
tento de desregulación, podría haber decrecido el au-
ge de tales políticas en Alemania, sin embargo, la
desregulación continuará en el futuro siendo un tema
político y podría alcanzar a los siguientes mercados
en íos próximos dos o tres años: los seguros, el trans-
porte, la electricidad, los exámenes técnicos y los ser-
vicios de certificación, los abogados y las consulto-
rías de negocio, la artesanía y el trabajo. En dicho as-
pecto las iniciativas de la Comisión Europea pueden
actuar como catalizadoras. En un reciente informe, la
Comisión analizó las razones y la teoría de la regula-
ción de algunos de tales mercados y sometió a debate
propuestas de desregulación. En todo caso, las Auto-
ridades federales siguen en la actualidad una ambi-
ciosa agenda de desregulación. Unicamente una pe-
queña parte de la misma, sin embargo, puede ser
cumplida. El mayor impulso para una mayor desregu-
lación se originará por la continua internacionaliza-
ción de los mercados y por la creciente competencia
dentro y fuera de la Comunidad Europea.
La desburocratización podría considerarse un con-
cepto genérico con el que abordar las estrategias de
“reducción” relativas a las autoridades públicas. Sin
embargo, en primer lugar, representa la moderniza-
ción de la Administración tendente a superar determi-
nados déficits de la actuación administrativa. Tales
procesos conciernen a un exceso de centralización, la
percepción selectiva, las rigideces dentro de un entor-
no altamente regulado y legalizado y una cierta dé-
formation proffessionelle. Las respectivas políticas se
refieren a los problemas de la diferenciación vertical
y horizontal, al grado de estructuración legal de la ac-
ción pública y a la calidad del personal público. Nu-
merosas comisiones federales y estatales comenza-
ron, desde principio de los años 70, a evaluar las ruti-
nas administrativas y los procedimientos correspon-
dientes. Se dirigieron a facilitar la coordinación verti-
cal y horizontal, recomendaron una conducta admi-
nistrativa más flexible y adaptable y reclamaron a los
empleados públicos y funcionarios civiles más aten-
ción a las necesidades y expectativas de los ciudada-
nos.
A pesar de que el impacto de tales intentos de re-
forma ha sido hasta el momento limitado, es preciso
señalar que el debate referido cambió el “clima” de la
conducta administrativa y centró la atención en el
“software” de la acción pública previamente oscure-
cido por el predominio de las provisiones de “hard-
ware”. En la actualidad la desburocratización se per-
cibe como una “modernización continua”, en un in-
tento de institucionalizar las “políticas administrati-
vas como un importante aspecto de la reforma del
sector público.
Eventualmente, las iniciativas del tercer sector han
ganado importancia desde comienzos de los años 80.
Siguiendo su lógica, los gobiernos no deberían iniciar
o distribuir servicios cuando las organízaciones so-
ciales independientes son capaces de distribuir tales
servicios de un modo satisfactorio. Lo dicho hace que
la relación entre el Gobierno alemán y el tercer sector
sea particularmente no competitiva y orientada hacia
el consenso. A pesar de que los primeros elementos
para la puesta en práctica del principio de subsidiarie-
dad tienen sus orígenes en el final del siglo diecinue-
ve, los reiterados intentos para recuperar y fortalecer
el papel de la organizaciones no gubernamentales en
la distribución de los servicios públicos ganó impor-
tancia durante la década de los 80. Respaldadas por
los partidos “verdes”, las iniciativas básicas y de au-
toayuda han contribuido a mobilizar recursos al am-
paro de una base institucional. En consecuencia, pue-
den percibirse las iniciativas del tercer sector tanto
como el resultado de un “retrato del Estado” como de
una política para fomentar las bases políticas. La
fuerza central de la política alemana puede describir-
se como flexibilidad mediante la descentralización.
De ahí que la desburocratización, en términos de re-
forma organizativa y modernización de la gestión pú-
blica, haya tenido un éxito relativo en los Lánder. Lo
mísmo cabe afirmar respecto del tercer sector.
La reforma organizativa
L as reformas organizativas en la Administra-ción pública alemana precisan ser conside-
radas dentro de la estructura de la descen-
tralización y la desconcentración alemana, pero como
procesos integrados en el sistema administrativo. La
descentralización —considerando de modo particular
el papel muy sustancial de los Lánder en la formula-
ción e implantación de las políticas públicas— signi-
fica que tanto los niveles centrales como los inferio-
res necesitan ser tomados en consideración si se quie-
re obtener un cuadro preciso sobre la permeabilidad y
la adaptabilidad del sistema administrativo en su con-
junto. La desconcentración requiere un análisis dife-
renciado tanto del sistema federal como estatal. A pe-
sar de que la descentralización y la desconcentración
implican quizás un abanico más amplio de intentos
de reforma descoordinados, la integración vertical y
horizontal de los procesos requiere la interdependen-
cia de las políticas organizativas en un sistema admi-
nistrativo diferenciado territorial y funcionalmente.
En la discusión de las reformas organizativas se
hace necesario distinguir entre la reforma territorial,
por un lado, y los cambios de los procedimientos en
las Administraciones federal y estatal, por otro. Co-
mo se menciona más arriba, la reforma territorial se
intentó en la República Federal durante los años 60 y
70 y en lo que al nivel local se refiere el impacto fue
considerable. La amalgama de Administraciones lo-
cales no era igual en todos los Lánder y, en conse-
cuencia, se encuentran diferencias significativas entre
los Estados en relación con el tamaño medio de las
Administraciones locales. En todos los grandes Esta-
dos, sin embargo, el mapa administrativo del Gobier-
no local fue rediseñado. a menudo con la agria oposi-
ción de los ciudadanos afectados. No se deberían su-
bestimar las implicaciones de tales reformas para la
organización de otros sectores de la Administración
pública o semipública. Así, la reforma local provocó
ajustes en la organización de las cajas de ahorros co-
munales, la justicia, la policía, y las cámaras de co-
mercio e industria por nombrar algunos ejemplos.
En contraste con la reforma local territorial, una
reforma de las fronteras de los Lánder se reveló ex-
tremadamente difícil. Unicamente los tres Lánder del
sur alemán de Baden, Wúrttemberg-Baden y Wtit-
temberg-Hohenzollem se fusionaron en el nuevo Es-
tado de Baden-Wiirttemberg-Hohenzollern a princi-
pios de 1950, en contradicción con la inicial previ-
sión contenida en la Ley Fundamental exigiendo la
reorganización global del territorio. El debate sobre
la reforma de los años 1960 y 1970 terminó en nada,
a pesar de la discusión, virtualmente continua, sobre
la reforma del establecimiento de comisiones de in-
vestigación de alto nivel y del respaldo de los líderes
políticos a una revisión general del mapa de los Lán-
der. En la actualidad ha resurgido el debate sobre las
reformas territoriales a gran escala, tras las crecientes
dudas sobre la supervivencia financiera de los dos
Estados más pequeños de la Alemania occidental
(Bremen y Saarland); sin embargo, existen escasas
razones para pensar que el resultado, al menos a corto
plazo, sea más concluyente que en las cuatro décadas
pasadas.
Regresando a la reforma organizativa y centrándo-
se en la experiencia de la última década, debe señalar-
se que, al menos a nivel federal, los cambios adminis-
trativos no han conducido a un amplio diseño refor-
mador; tuvieron lugar cambios en las estructuras y los
procedimientos, pero permanecieron relativamente
aislados y no determinaron una reasignación impor-
tante de las tareas, las estructuras, los procedimientos
o los instrumentos de la administración federal. La re-
forma institucional o modernización no figuró como
prioridad en la agenda política y predominaron, en
gran medida, las adaptaciones rutinarias siguiendo los
modelos establecidos. La más notable excepción a tal
regla ha sido la reorganización del sector PTT.
A diferencia de la Federación, algunos gobiernos
de los Li?inder han decidido colocar la reforma admi-
nistrativa como centro de sus estrategias regionales
de “modernización”. La modernización administrati-
va, inclinada en la continua revisión y adaptación de
la estructura institucional del Gobierno estatal hacia
las nuevas necesidades y exigencias, ha emergido co-
mo uno de ios temas dominantes en el debate político
y académico sobre el futuro del sector público. Tanto
la determinación con la que tales políticas de moder-
nización han sido dirigidas como el énfasis material
han diferido entre los Estados; sin embargo, ha existi-
do un número notable de tendencias comunes. Entre
ellas destacan los intentos por fortalecer la capacidad
administrativa del Estado en el área de la promoción
económica y tecnológica; el desarrollo del medio am-
biente en la Administración estatal; el mayor salario
de acuerdo con la igualdad de derechos y oportunida-
des de las mujeres y el establecimiento de unidades
administrativas especiales encargadas de los asuntos
relacionados con la Comunidad.
En todo caso, el impacto de las reformas organiza-
tivas ha sido modesto. Las rutinas establecidas se han
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mostrado fuertemente resistentes a las reformas, a pe-
sar de que durante los próximos cinco años han de
darse pasos significativos. Con ello se hace referencia
a la urgente tarea de Liindemeugliederung, logrando
la sustitución de la totalidad del anticuado sistema de
equiparación fiscal; también se incluyen, en segundo
lugar, políticas para reducir el número de oficinas en
los departamentos a la luz de una creciente restric-
ción presupuestaria y, finalmente, destaca la necesi-
dad de una perspectiva de reforma integradora que
tome conciencia de los potenciales efectos sinérgicos
de la simplificación legal, la reorganización organiza-
tiva y la redefinición de la asociación público-priva-
da.
El personal
E n 1990, se emplearon aproximadamente4,67 millones de personas en el servicio
público de la República Federal Alemana.
Desde su existencia, el número de empleados se ha
más que duplicado. Al mismo tiempo, la proporción
de empleados del servicio civil entre el número total
de asalariados se ha incrementado (del 8,05 por cien-
toen 1960 al 15,14 por ciento en 1990). El Gobiemo
Federal emplea aproximadamente el It por ciento de
los empleados a tiempo completo, los Llinder más del
50 por ciento y las Autoridades locales aproximada-
mente el 33 por ciento. Entre las principales áreas po-
líticas, el gran incremento se ha producido en los sec-
tores educativos y de salud, el último especialmente
durante la pasada década. El desarrollo del presu-
puesto en personal resulta mucho más ilustrativo que
el de la fuerza laboral. La tasa media anual de creci-
miento del mismo alcanzó el 17,8 por ciento entre
1949 y 1985 para el Gobierno Federal, el 9,9 por
ciento para los Estados y el 9,3 por ciento para la Ad-
ministración local. La participación del presupuesto
en personal creció en el presupuesto total desde el 25
al 32,5 por ciento durante el mismo período.
La continua expansión de costes relacionados con
el personal ha sido contemplada con preocupacion.
Publicaciones recientes se refieren a las consecuen-
cias devastadoras del crecimiento de los gastos de
personal en el servicio civil acompañado por un de-
clive progresivo de la población. De acuerdo con
ciertos escenarios, se estima que los gastos en perso-
nal público crecerán de un 10,53 por ciento del PNB
en 1986 a un 16,21 por ciento en el 2030. Ello signi-
fica que, en el futuro, los gastos destinados a personal
representarán los dos tercios del total de los ingresos
fiscales en vez del 45 por ciento actual.
En esencia, tres factores son responsables del rápi-
do crecimiento de los gastos de personal: los incre-
mentos, inducidos demográficamente, en las tasas
contributivas del sistema nacional de pensiones; la
escasez provocada por la contracción de la fuerza la-
boral y la creciente carga de la jubilación en el servi-
cio civil.
Dada tal situación, no resulta sorprendente que la
República Federal acometa, con toda seguridad, una
reforma del servicio civil en la próxima década. En la
medida en que existe poco espacio para incrementar
la carga fiscal per cápita o una expansión del déficit
estatal, ha de discutirse un cierto número de reformas
estructurales. Las mismas incluyen una reducción del
número de empleados y un cambio en la ley del ser-
vicio civil.
Las políticas de desarrollo incluirían cambios en el
sistema de carrera, incentivos al incremento de la mo-
vilidad tanto vertical como horizontal e intentos para
crearoportunidades individuales de carrera.
Las áreas de políticas clave:
el caso del sector sanitario
E n Alemania (occidental), los gastos totalesen salud se elevaron desde el 5,6 por ciento
del PNB en 1970 al 8,2 por ciento en 1991.
Durante el mismo período de tiempo, la tasa de de-
ducción en nómtna se íncrementó desde un 8 a un
12,2 por ciento. La contención del coste ha constitui-
do, por lo tanto, la principal fuerza directora de la
atención sanitaria durante los años 70 y 80, El siste-
ma alemán de financiación y atención sanitaria se ca-
racterizó por la delegación estatal de su responsabili-
dad en instituciones autónomas, especialmente me-
diante los fondos de enfermedad. Tal programa legal
de aseguramiento sanitario se diseñó para proteger a
ciertos grupos de población y suministrarles servicios
de salud adecuados y necesarios con independencia
de su capacidad de pago. Partiendo de tales conside-
raciones, el programa legal de salud se ha visto afec-
tado por un número de mecanismos desarrollados a lo
largo del tiempo. Hablando en términos generales, ta-
les mecanismos constituyen más el producto de la in-
teracción de los participantes (negociación colectiva),
las elecciones (sociales) y la burocracia pública que
el resultado del sistema de mercado. El actual progra-
ma de seguro sanitario aún se basa en los principios
fundamentales derivados de la legislación de Bis-
marck de 1883. El principio social (basado en la
comprensión de que ciertos segmentos de la pobla-
ción deben participar en el programa y ser agrupados
en comunidades de asegurados) es aún considerado el
pilar del programa de seguro sanitario; en tal sentido,
los individuos reciben los necesarios servicios de cui-
dados sanitarios, pero han de contribuir únicamente
de acuerdo con su capacidad de pago.
Teniendo en cuenta los elevados gastos de los cui-
dados sanitarios, se ha desarrollado una serie de re-
formas políticas en los últimos años, con especial én-
fasis en la reestructuración de los objetivos y los prin-
cipios básicos del mismo sistema de cuidados sanita-
rios, y en las adaptaciones administrativas del sistema
existente preservando las tradiciones históricas y los
valoresculturales. Sin embargo, la reforma de la aten-
ción sanitaria ha implicado solamente cambios admi-
nistrativos en el programa legal de seguro sanitario
que pueden considerarse respuestas a los cambios en
el panorama sociocconómico. Tales reformas han
versado sobre los fallos de control, las inadecuaciones
de la asignación de los recursos y las injusticias en la
distribución. Tras una serie de intervenciones para
contener los elevados costes durante los años 70 y 80,
los desafíos para los 90 se refieren de modo predomi-
nante a los ajustes administrativos y los cambios de
los objetivos e instrumentos generales. Desde su crea-
ción institucional, el sistema de cuidados sanitarios se
compone, realmente,de una colección de subsistemas
cada uno de los cuales negocia su propio desarrollo
dinámico y se caracteriza por unos procesos bastante
específicos de planificación y toma de decisión, en
consecuencia, las principales reformas han de tener
en cuenta redes muy complejas. Los intentos de refor-
ma apuntan, por lo tanto, hacia una modernización de
la estructura y la organización de los fondos de enfer-
medad; una reducción en el incremento del número
de médicos; una continuación de las actuales refor-
mas en la educación médica; y una revisión del siste-
ma de financiación de los hospitales.
Entre las numerosas propuestas de reforma, una
posible solución vendría representada por un seguro
privado de salud bajo mandato gubernamental. Inver-
tida la creciente tendencia intervencionista y propor-
cionaría un sistema más descentralizado; tal sistema
podría facilitar los necesarios incentivos para estimu-
lar la relación coste-eficiencia del sistema de cuida-
dos sanitarios que proporcionada servicios sobre la
base de la necesidad más que de la tradición del arbi-
trario sistema de planificación. El sistema incluiría
cobertura aseguradora obligatoria para todos los ciu-
dadanos, siendo definidos políticamente el volumen y
la estructura de la cobertura. Dicho tipo de asegura-
miento sería proporcionado por las compañías priva-
das de seguros. Conduciría a un nuevo modelo de
aseguramiento de la salud para los países altamente
desarrollados, sustituyendo el modelo bismakiano de
sistema de seguridad social. El modelo contendría
tanto elementos públicos como privados y podría ca-
racterizarse por los siguientes rasgos: cobertura del
total de la población mediante seguro obligatorio; de-
finición política de los tipos de servicios (empleando
tarifas de compensación cuando sea posible); separa-
ción física y funcional de los elementos del sistema;
pago a cada individuo de una prima de riesgo sustitu-
tiva de los porcentajes deductores relacionados con el
nivel de renta; prohibición de cualquier tipo de selec-
ción o discriminación del riesgo; financiación y regu-
lación de los proveedores dependiendo de los asegu-
radores y las fuerzas del mercado (con un control fe-
deral de estándares mínimos).
Conclusión
L as anteriores observaciones deberían haberdemostrado que, durante las cuatro primeras
décadas de existencia de la República Fede-
ral Alemana, la Administración pública representó in-
dudablemente uno de los pilares de la estabilidad ins-
titucional. La estabilidad se consiguió con flexibili-
dad y adaptabilidad; a pesar de que las capacidades
de adaptación eran limitadas, se mostraron, en su
conjunto, suficientes para permitir el gradual ajuste
del sector público a las cambiantes condiciones del
entorno y a los requisitos funcionales. Sin embargo,
durante la década de los 80, una serie de carencias
funcionales más permanentes y serias se convirtieron
en crecientemente aparentes promoviendo una discu-
sión global sobre el futuro del sector público. Tras el
advenimiento de la unificación y el rápido progreso
de la europeización, la discusión se ha intensificado
aún más tomando en consideración algunas cuestio-
nes nuevas. Aunque podría parecer que las implica-
ciones administrativas de la europeización serán visi-
bles únicamente a largo plazo, la unificación implica
problemas más inmediatos que reclaman perspectivas
innovadoras que podrían exigir desviaciones radica-
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les de las rutinas establecidas para la resolución de
los problemas y la distribución del servicio público.
En consecuencia, parecen obligadas las reformas le-
gales, estruturales y de procedimiento de largo alcan-
ce y una parcial redefinición del servicio civil.
NOTAS
El presente trabajo se refiere, en su segunda parte, a los in-
formes in¿ditos de Wolfgang Seibel, Klaus H. Gow, María Bec-
ker y Klaus-flirk Henke/Claudia Ade.
